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A. Introducción
La agricultura familiar es un concepto que ha ve-
nido tomando fuerza en la formulación de políti-
cas públicas en América Latina, y de manera más 
reciente en Centroamérica (Soto Barquero et al., 
2007; Schejtman, 2008; González, 2010; Sanches 
Peraci, 2011). Desde 2006-07, en el marco del 
proceso de integración regional, la formulación 
de la Política Agrícola Centroamericana (PACA) 
abre un debate sobre las políticas dirigidas a me-
jorar los niveles de competitividad de lo que se 
denomina la “pequeña agricultura empresarial” 
(CAC, 2007). Así, desde el punto de vista de la 
equidad en términos de distribución del ingreso, 
se busca estimular el crecimiento económico de 
una clase media campesina que, en el mediano 
plazo, debe cambiar la tendencia de polarización 
de la estructura agraria. De hecho, Centroamérica 
por muchos años (a partir de 1870) ha basado 
el crecimiento de su economía en un modelo 
agroexportador (Segovia. 2004) que ha generado 
como resultado una agricultura polarizada: de un 
lado, una agricultura a gran escala orientada prin-
cipalmente hacia la exportación con altos están-
dares de calidad y tecnología, con altos niveles de 
productividad (del capital y en términos de utiliza-
ción de insumos y de mano de obra asalariada) y, 
del otro lado, una agricultura a veces denominada 
“agricultura de subsistencia”, con bajos niveles de 
productividad (de la tierra), de tecnología y de ca-
lidad, que apenas logra asegurar las necesidades 
básicas de las familias productoras, aunque sue-
len comercializar algunos excedentes. Entre am-
bos extremos, con peso y características variables 
de un lugar a otro, ha venido desarrollándose un 
sector de agricultura comercial basada principal, 
aunque no exclusivamente, en el trabajo familiar, 
con diversos grados de especialización productiva 
orientada algunas veces hacia el mercado interno 
y otras hacia el de exportación, tanto a otros paí-
ses de la región centroamericana como de regio-
nes como Norte y Suramérica, Europa y Asia.
Recientemente en Nicaragua se ha planteado 
que “la reducción de la pobreza, el desarro-
llo humano y el crecimiento económico soste-
nido” […] principales misiones del Gobierno 
de Reconciliación y Unidad Nacional [del 
Presidente Ortega], se materializan a través de 
las políticas sociales, dentro de una estrategia 
económica para las familias rurales” (Gobierno 
de Reconciliación y Unidad Nacional, 2009). 
Desde esta perspectiva, se considera a los secto-
res sociales “familiares” o “campesinos” como la 
mejor alternativa de “reactivación productiva” 
(ibíd.) para tratar de reducir los niveles de in-
equidad en el sector agrícola119, dado su aporte 
en la ocupación, la generación de empleo tem-
poral y la obtención de ingresos en los territorios 
rurales. Es por ello que desde diferentes políti-
cas se ha estado haciendo énfasis en incentivar y 
fortalecer a este sector social, interviniendo de 
diferentes formas en la promoción de lo que se 
denomina desde entonces “economía familiar”. 
Es así también que en el 2012, la priorización se 
convierte en un eje de la política de desarrollo na-
cional con la creación de un ministerio especíﬁco 
para atender a este sector social: el Ministerio de 
Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y 
Asociativa (MEFCCA) (Asamblea Nacional de la 
República de Nicaragua, 2012).
El presente capítulo propone un análisis de cómo 
las políticas dirigidas al sector agrícola y rural en 
Nicaragua han incorporado el concepto de la 
agricultura familiar. En una primera sección, se 
presentan las grandes características actuales del 
sector, reposicionándolo en las dinámicas socia-
les y económicas más globales del país. En una 
segunda sección, se estudian los cambios agrarios 
que ha sufrido Nicaragua, haciendo énfasis tanto 
en el contexto nacional como en la instituciona-
lidad y las orientaciones del referencial de política 
dominante en cada periodo, a través de un reco-
rrido en el tiempo desde el proceso de inserción de 
Nicaragua en los mercados internacionales a través 
119 Los resultados de las políticas agrarias implementadas en Brasil en cuanto a reducción de la pobreza rural han sido un importante estímulo para 
repensar el marco de políticas con que se trabaja con el sector en Nicaragua.
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del café, cuando el Estado comienza a implemen-
tar políticas agrarias especíﬁcas (1870), hasta la 
fecha. En la tercera sección, se presentan dos pro-
gramas actuales que se insertan en la promoción 
de la economía familiar y que son claves en la polí-
tica del Gobierno actual de Nicaragua. El capítulo 
termina con algunas reﬂexiones sobre las perspec-
tivas de la agricultura familiar en Nicaragua.
B.  El sector agrícola y el lugar de la 
agricultura familiar en Nicaragua
1.  Un país “orgullosamente” 
agropecuario que apenas comienza su 
transición económica en un contexto 
de bono demográﬁco
Como lo aﬁrmó de nuevo recientemente uno 
de los dos más importantes periódicos de país 
en un análisis especial de la economía nacional, 
Nicaragua se ve “orgullosamente” como “una 
enorme ﬁnca agropecuaria” (El Nuevo Diario, 
2013). Con más de 59 000 km2 y 8,5 millones 
de manzanas (mz)120 dedicadas a la explotación 
agropecuaria, en las que pastorean más de 4,2 
millones de cabezas de ganado bovino y donde 
se utilizan casi 2 millones de mz de tierra para 
producir bienes agrícolas, incluyendo granos bá-
sicos y cultivos de exportación (INIDE, 2011), 
el sector agropecuario es considerado “clave” en 
Nicaragua, porque genera el 31% del empleo, 
contribuye con el 71% de las exportaciones del 
país y aporta el 21% al producto interno bruto 
(PIB), según las últimas cifras oﬁciales del Banco 
Central de Nicaragua. Sin embargo, las estadísti-
cas nacionales indican también que Nicaragua se 
ha estancado en su transición económica y en su 
transición demográﬁca (Pérez, 2011).
Por un lado, un análisis de las estadísticas ma-
croeconómicas muestra que el peso del sector 
agropecuario no ha evolucionado mucho en los 
120 Una manzana (mz) de tierra en Nicaragua es equivalente a 7026 m².
Cosecha de plátano en El Cua, Nicaragua (foto de S. Freguin-Gresh)
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últimos 30 años y que la economía nicaragüense 
se ha caracterizado por una fuerte inercia (ver 
ﬁgura 1). Esta situación contrasta con el modelo 
de transición económica, que se basa en la tra-
yectoria histórica de la transformación estruc-
tural; es decir, un desplazamiento gradual de la 
agricultura a la industria y luego hacia los ser-
vicios como sector económico preponderante, 
lo cual en los países del Norte ha contribuido 
al “desarrollo”. De hecho, la dinámica que sub-
yace la transición económica (componente clave 
de la transformación estructural) se basa en el 
incremento de la productividad en la agricultura, 
que promueve el cambio tecnológico y permite 
que el trabajo y el capital ﬂuyan hacia otras ac-
tividades económicas. Al mismo tiempo, las 
economías tienden a experimentar una reestruc-
turación geográﬁca, que ocurre cuando la fuerza 
de trabajo se traslada de actividades dispersas 
(agricultura) hacia actividades más concentradas 
(industria), y se aceleran los procesos de urbani-
zación. Este proceso de cambio se traduce en un 
aumento de los ingresos, mayor riqueza y mejo-
res condiciones de vida (Losch et al., 2012).
Por otro lado, según las teorías de la transición 
demográﬁca desarrolladas por Thompson en 
la década de 1930121 (ver ﬁgura 2), Nicaragua 
Figura 1. Aportes de los sectores económicos al PIB y al empleo.
Fuente: Elaborada con base en Grigsby Vado y Pérez, 2007.
121 La transición demográﬁca se reﬁere a un proceso que permite pasar de un régimen de demografía con altos niveles de mortalidad y fecundidad 
(fase I: estacionaria alta), a una nueva situación caracterizada por una caída de la mortalidad y de la fecundidad (fase IV: estacionaria baja). Entre 
los dos regímenes de equilibrio, se pueden identiﬁcar dos fases de transición demográﬁca. En una primera etapa (fase II de expansión temprana) 
se reducen las tasas de mortalidad, debido a avances básicos en la atención sanitaria mayormente, mientras que las tasas de fecundidad continúan 
siendo muy altas. Se produce un crecimiento muy rápido de la población, especialmente de la población joven. En esta etapa, existe una tasa de 
dependencia alta; es decir, una elevada proporción de la población dependiente (principalmente infantil) en relación a la población activa o en edad 
de trabajar (15 a 64 años de edad). Posteriormente, cuando esa población se incorpora a la fuerza laboral al tiempo que baja la natalidad, se produce, 
lo que Thompson llamó “bono demográﬁco”, una suerte de ¨ventana de oportunidad” poblacional, con una baja tasa de dependencia, con una mayor 
proporción de la población en edad de trabajar.
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se encuentra actualmente en una situación de 
“bono demográﬁco”; es decir, en una fase de ex-
pansión tardía de su población. De hecho, la tasa 
de mortalidad se ha reducido de forma sostenida 
desde los años de 1950. Por su parte, la tasa de 
fecundidad —estimada en 5,7 en la década de 
1980— ha disminuido más lentamente. En la ac-
tualidad, la población en edad activa, en particu-
lar la población joven, crece rápidamente. Esto 
signiﬁca que, según las proyecciones y estima-
ciones (ver las cifras en ONU, 2009), para una 
población estimada de entre 5,8 millones y 6,2 
millones, la población activa representa entre 3,5 
y 3,9 millones de personas en edad de trabajar, 
cuya mayoría habita en las áreas rurales, lo que se 
traduce en una tasa de actividad (el inverso de la 
tasa de dependencia) de entre 1,6 y 1,7. Esta tasa 
de actividad seguirá aumentando hasta 2035-
2040. Esta situación se traduce concretamente 
en cohortes de jóvenes activos, que ya nacieron, 
que representan entre 119 000 y 125 000 per-
sonas (en promedio para el periodo 2010-2015) 
que actualmente entran cada año en el mercado 
laboral. Esto representa el mayor crecimiento de 
la población en edad de trabajar en la historia de 
Nicaragua (ver ﬁgura 3).
Figura 2. Teoría de la transición demográﬁca.



























































A la vez, Nicaragua presenta una segunda di-
mensión demográﬁca, la transición rural122-ur-
bana, que avanza a pasos más lentos que la 
etaria. Aunque hubo un proceso de movilización 
importante de la población rural en el periodo 
1950-1971, cuando el peso de la población rural 
se redujo en 12,5 puntos porcentuales, esta ten-
dencia cambió a partir de 1995. A partir de ese 
año se observa que el peso relativo de la pobla-
ción rural tiende a estabilizarse (una diferencia 
de 1,5 puntos porcentuales en una década). En 
ese momento de la historia, la población total es 
2,3 veces mayor que la de 1970 (INEC, 2006), 
por lo que en términos absolutos la población 
rural no ha dejado de crecer y en el 2005 era 1,9 
veces mayor que la reportada en 1970 (ver ﬁ-
gura 4). La combinación de ambas dimensiones 
da como resultado una elevada población rural 
económicamente activa que demanda activos 
para producir o alternativas de empleo que le 
generen los ingresos para satisfacer sus necesida-
des materiales, de formación y recreación. Esto 
está íntimamente ligado al segundo proceso de 
transición económica, dado que son los diferen-
tes sectores económicos los que generan ocu-
pación y empleo, siendo los más dinámicos los 
que puedan presentar una alternativa para esta 
población rural.
Figura 3. Transición demográﬁca en Nicaragua.
Fuente: Elaborada con base en ONU, 2009 y 2010.
122 De acuerdo con el Instituto Nacional de Información de Desarrollo (INIDE), las áreas rurales comprenden los poblados de menos de 1000 habitantes 
que no reúnen las condiciones urbanísticas mínimas indicadas (trazado de calles, servicio de luz eléctrica, establecimientos comerciales o 



























































































En esta situación, el desafío del “bono demo-
gráﬁco”, que consiste en aprovechar las opor-
tunidades que abre la tasa de actividad elevada 
para crear buenas condiciones económicas para 
enfrentar la etapa siguiente que corresponde al 
envejecimiento de la población, es muy depen-
diente de la incorporación de un gran porcentaje 
de la población activa al mercado laboral. De he-
cho, el “bono demográﬁco” que los países del 
Sudeste de Asia han aprovechado para reducir 
la pobreza en un periodo relativamente corto y 
que les ha permitido convertirse en países con 
altos ingresos per cápita (Bloom, 2011), estuvo 
asociado a un mercado laboral nacional que les 
ofrece suﬁcientes empleo y fuentes de ingresos.
Pero según los datos oﬁciales más recientes del 
Banco Central de Nicaragua, la tasa de participa-
ción de la fuerza laboral en el mercado de em-
pleo nacional sería actualmente de solamente el 
75%, con una tasa de desempleo del 6,3% y un 
nivel de formalidad de solo 23%. Otro estudio 
reciente que utiliza datos de panel a nivel de ho-
gares muestra igualmente que la tasa de subem-
pleo123 sería en realidad del 44% de la población 
total —49% en zonas rurales— y aﬁrma que la 
proporción de trabajadores asalariados (emplea-
dos, obreros, jornaleros y peones) representa-
ría menos de la mitad de la población ocupada, 
destacando una precariedad laboral muy alta en 
zonas rurales: 29% de los trabajadores rurales no 
son remunerados y solo el 35% son asalariados 
(FIDEG, 2012).
Figura 4. Población rural en términos absolutos y relativos.
Fuente: Elaborada con base en Grigsby Vado y Pérez, 2007.
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2.  Un sector agropecuario marcado por 
la importancia de los “pequeños y 
medianos productores”
El análisis de la estructura agraria del país per-
mite caracterizar otro aspecto del sector agrope-
cuario. De hecho, desde la década de 1960 se 
plantea que en Nicaragua la gran mayoría de las 
explotaciones son ﬁncas de tamaño pequeño a 
mediano, más de la mitad de ellas menores de 7 
ha y ¾ de ellas menores de 35 ha. Esta situación 
no ha evolucionado mucho en el tiempo, ya que 
en 1971 los productores de menos de 35 ha re-
presentaban el mismo porcentaje, y en 2011 las 
explotaciones agropecuarias con áreas menores a 
35 ha representarían el 85% (ver cuadro 1).
El cuadro 1 no solo muestra la importancia nu-
mérica de los pequeños y medianos producto-
res, sino otra característica relevante del sector: 
la desigual distribución de la tierra y la presen-
cia de un sector agropecuario a gran escala, que 
controla todavía una parte sustancial de la tie-
rra agrícola del país. Con una serie de incentivos 
para los cultivos que demandan grandes exten-
siones de tierra como caña o maní y para la gana-
dería, la producción agropecuaria a gran escala, 
mayormente orientada hacia la exportación, se 
apoya en los estratos de más de 35 ha en térmi-
nos del acceso de la tierra. A pesar de representar 
únicamente el 15% de las explotaciones, este sec-
tor controla todavía el 74,5% de la tierra agrícola 
del país, lo cual se traduce en un alto nivel de 
concentración de la tierra. Como se aprecia en la 
curva de Lorenz, abajo, el 10% de las ﬁncas más 
grandes del país controlan el 63,5% de la tierra, 
mientras el 70 % de las ﬁncas más pequeñas solo 
acceden al 10 % de la tierra (ver ﬁgura 5).
Esta situación no es ajena a las trayectorias histó-
rico-sociales de las políticas hacia el sector agrícola 
y rural, que no solamente han marginalizado a la 
mayoría de los productores, los más pequeños, 
durante siglos, sino que también han considerado 
que el sector agropecuario no podría contribuir 
al “motor del desarrollo” de Nicaragua (Pérez, 
2011). Además, aunque por muchos años la po-
lítica sectorial ha cumplido con el rol que le de-
manda la política macroeconómica en cuanto a 
elevar las exportaciones para reducir el déﬁcit co-
mercial y mejorar la balanza de pagos, a partir del 
2007 el sector también incluye en sus objetivos la 
reducción de la pobreza rural.
Cuadro 1. Evolución del número de propiedades agrícolas por tamaño de ﬁncas entre 1963 y 2011.
Año censal 1963 1971 2001 2011
Tamaño Número Área Número Área Número Área Número Área
0-7 ha 50,8 3,5 44,3 2,2 47,4 4,3 59,4 5,6
7,1-35 ha 27,4 11,2 31,5 10,9 33 20,5 25,6 19,9
35,1-70 ha 10,7 12,4 12,1 11,5 10,9 18,7 8,1 17,9
70,1-140 ha 6,2 14,1 6,5 12,2 5,4 18,1 4,2 18
140,1-350 ha 3,5 17,6 3,7 15,6 2,6 18,4 2,1 19,4
Más de 350 ha 1,5 41,2 1,9 47,6 0,8 19,8 0,6 19,2
Fuente: Elaborado por los autores.
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C. Trayectorias sociohistóricas 
de las políticas hacia el sector 
agropecuario y rural en Nicaragua
El propósito de la política macroeconómica en 
Nicaragua desde hace más de un siglo ha es-
tado centrado en el balance ﬁscal, lo que en la 
práctica se ha traducido en una mejora de la ba-
lanza comercial (Grigsby Vado y Pérez, 2007). 
Por ello, los incentivos han estado centrados en 
el aumento de las exportaciones, en particular 
desde la agroexportación, y más recientemente 
las zonas francas. Esta estrategia ha conducido a 
juegos de poder para controlar los capitales, en 
particular el capital físico (la tierra), permitiendo 
generar divisas e instalar unidades de produc-
ción para la exportación. El análisis siguiente de 
las trayectorias histórico-sociales de las políticas 
permite mostrar cómo se ha expresado concre-
tamente esta estrategia, y cuál ha sido el lugar 
asignado a la agricultura familiar las dinámicas 
agrarias del país.
1.  La burguesía agraria en el periodo 
post-independentista (1821–1890)
Este periodo se puede dividir en dos etapas:
i. De 1821 a 1853 cuando el país prosiguió con 
la misma dinámica de la Colonia española, 
con producción de alimentos para el consumo 
interno y venta de añil, con gran inestabili-
dad política en torno al debate entre ser parte 
de la Federación Centroamericana o ser un 
Estado independiente (1821-1838), y por las 
diferentes sucesiones de políticos como jefes 
de Estado nicaragüenses. Podríamos estable-
cer que en este periodo se mantuvo la inercia 
de la Colonia, en donde el Estado, la Iglesia 
y la burguesía ganadera controlaban el poder 
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y la mayoría de los medios de producción, en 
especial la tierra, para producir añil y ganado, 
principalmente para la exportación. La legis-
lación sobre el trabajo (1841) contribuyó a la 
constitución y movilización de una capa de 
obreros agrícolas que tenían que trabajar para 
las clases dominantes (Merlet, 1990).
ii. De 1856 a 1890, cuando los liberales (leone-
ses) más proclives a la idea de modernizar el 
país no pudieron ejercer la presidencia de la 
República por 30 años, por su papel en la lle-
gada al país del ﬁlibustero William Walker. Las 
políticas de la época tendieron a mantener el 
estatus quo heredado de la Colonia, aunque 
se iniciaron algunas obras de modernización 
de la infraestructura del país. Se establecieron 
plantaciones de café en la meseta de Carazo 
y el ferrocarril comenzó a completar tramos 
entre las ciudades más cercanas a la capital, 
ubicada en Managua (1852).
En los intersticios del sistema, se desarrollaron 
entretanto “formas de producción campesi-
nas”, de lógica familiar, en las tierras nacionales. 
Oﬁcialmente se consideraba que “permitir que 
los miembros de las clases inferiores se instalen 
como productores representaba un peligro po-
tencial para el resto de la sociedad. No solamente 
la tierra que ocupaban ya no era disponible para 
los ﬁnqueros, que se sentían rápidamente blo-
queados en su desarrollo espacial, pero, además, 
en la medida en la cual estos campesinos se de-
sarrollaban de una manera independiente en el 
interior, ya no constituían una mano de obra ba-
rata para las clases superiores” (Merlet, 1990).
Las políticas del Estado en este periodo favore-
cieron principalmente a las grandes propiedades 
y buscaron atraer inversiones extranjeras. Las le-
yes agrarias de 1858 y 1862 promovieron el de-
sarrollo de haciendas y latifundios para estimular 
la agroexportación, favoreciendo la apropiación 
individual de la tierra por una minoría (IDERU, 
2001). Este proceso se fortalece con el decreto 
de la Ley Agraria de 1877, en la que se establece 
el derecho a comprar y denunciar tierras nacio-
nales, con límites de 500 mz (350 ha) de “pan 
llevar124” y 2000 mz (1400 ha) para conformar 
haciendas ganaderas. Eso estableció un marco 
legal apropiado para el establecimiento de lati-
fundios y el despojo de tierras a pequeño y me-
dianos campesinos y a las comunidades indígenas 
de la región central del país (Pérez, 2001).
2.  El periodo de inserción al mercado 
mundial y de consolidación de la 
dualidad agraria (1890–1950)
La revolución liberal (1890) marca el inicio de 
la modernización capitalista del país y su inser-
ción más fuerte en el mercado internacional a 
través de la exportación creciente de café. Junto 
a la promoción de la producción de café, se dio 
un proceso de concentración de la tierra fértil. 
A ﬁnales del siglo XIX, el Estado nicaragüense 
ya implementaba una política de privatización 
de la tierra de las comunidades indígenas de la 
Costa Atlántica a favor de grupos empresariales 
del Pacíﬁco e inversionistas agrarios extranjeros, 
principalmente alemanes. En 1895, en su de-
creto 1900, la Asamblea Nacional “concedió” 
3000 ha de tierras nacionales a la nueva muni-
cipalidad (Zelaya) y “autorizó” la adjudicación 
de lotes de 4 mz para cada núcleo familiar indí-
gena de los que conforman los pueblos y caseríos 
del territorio misquito. La política de fomento 
de la producción combinaba la expropiación de 
tierras a la Iglesia y a las comunidades indíge-
nas, base sobre la que se crea la nueva burguesía 
agraria del país, que una vez consolidada eco-
nómicamente se convirtió en una élite política y 
económica (Paige, 1985). En el periodo 1908 a 
1935, el interés se centra en las áreas del interior 
del país, dado el auge y las políticas de incentivo 
124 Para la producción agrícola.
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al establecimiento del cultivo del café. En este 
periodo el concepto de “tierras nacionales” fue 
un argumento que se utilizó en contra de la pe-
queña y mediana propiedad campesina. La inver-
sión en infraestructura pública es una de las áreas 
de mayor dinamismo, con políticas de fomento 
al transporte a través del ferrocarril del Pacíﬁco 
e inversión en medios como telégrafo, puertos y 
tecnología de comunicación y transporte.
Todo este periodo fue políticamente inestable, 
con intervenciones extranjeras, guerra civil y gol-
pes de Estado. Sin embargo, es el periodo en que 
se establecen los servicios de asistencia técnica 
(STAN), el Liceo Agrícola (hoy conocido como la 
Universidad Nacional Agraria) y los centros expe-
rimentales El Recreo (1943), La Calera (1949) y 
Masatepe (1950), como puntos de generación de 
tecnología para la agroexportación. Todos ellos 
estuvieron bajo la inﬂuencia del establecimiento 
de la United Fruit Company, que inicialmente se 
estableció en el Caribe del país y luego, por pro-
blemas de manejo de enfermedades en sus plan-
taciones, se trasladó al Pacíﬁco de Nicaragua. El 
Ministerio de Agricultura y Trabajo (MAT), que 
luego se convierte en un Ministerio de Agricultura 
y Ganadería (MAG), fue creado en 1948, con el 
objetivo de impulsar algunos productos estratégi-
cos (principalmente algodón, ajonjolí, maní, café 
y ganadería), favoreciendo la extensión de la su-
perﬁcie total cultivada (Le Coq et al., 2013).
En este periodo las políticas agrarias no tenían un 
interés en promover la agricultura de pequeña es-
cala o familiar, sino que el sistema establecido fa-
vorecía las grandes explotaciones, tanto a través de 
la inversión extranjera en enclaves productivos o 
de los terratenientes productores de café y ganado.
3.  El periodo somocista de apogeo 
 del modelo liberal agroexportador 
(1950-1979)
Esta es la fase de consolidación del modelo de 
desarrollo agroexportador capitalista que se im-
planta en Nicaragua, aﬁanzando su inserción en 
el mercado mundial con la producción de algo-
dón, café, carne, caña y tabaco. Se da un creci-
miento acelerado de los estratos de campesinos 
pobres y de obreros agrícolas asalariados como 
efecto de la concentración de tierras. Ante esta 
problemática, como válvula de escape se abre la 
frontera agrícola con programas de infraestruc-
tura y de reforma agraria en el interior del país 
bajo el Instituto Agrario Nicaragüense (IAN).
En 1950, Nicaragua ya contaba con 1,1 millo-
nes de habitantes; es decir, la población se ha-
bía duplicado en 45 años. Las familias rurales 
representaban dos tercios de la población total 
y la economía giraba alrededor de los rubros 
del café, el algodón, el azúcar, el arroz y el maíz 
(IBRD, 1953). La agricultura (40,5%), la ma-
nufactura (14,1%) y el comercio (10,5%) eran 
los pilares de la economía. La misión del IRD 
estimó que el 1% más rico de las familias acce-
día al 25% del ingreso nacional, lo cual se asocia 
al incremento de las exportaciones de algodón 
y el café (IBRD, 1953). Esta fue la estructura 
económica con base en la cual se desarrolló la 
primera ola de modernización de la agricultura 
nicaragüense (1945-1965), conocida como el 
boom algodonero.
En las áreas del Pacíﬁco de Nicaragua, las zonas 
de planicie fueron ocupadas por la producción 
algodonera, la cual trajo consigo un proceso de 
concentración de la tierra y de expulsión de fa-
milias campesinas hacia las áreas de frontera agrí-
cola. La producción de algodón se basó en una 
tecnología moderna que incluía mecanización, 
uso de variedades mejoradas e insumos agroquí-
micos para incrementar los rendimientos. Las 
familias rurales experimentaron una profundi-
zación de su diferenciación e integración al sis-
tema: asalariados rurales, familias de subsistencia 
con poca tierra o en áreas de mucha pendiente, 
la familia campesina de minifundio en áreas pe-
riurbanas y los campesinos de frontera agrícola. 
En el periodo 1950-1970, el área dedicada a la 
producción agrícola aumentó unas 150 000 mz 
anuales, es decir un acumulado de 2,1 millones 
de hectáreas (IBRD, 1953).
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En 1963 se aprueba la primera Ley de Reforma 
Agraria (Asamblea Nacional de la República de 
Nicaragua, 1963), que tiene como objetivo “la 
reforma social y económica del agro nicaragüense 
a través de una modiﬁcación fundamental de la 
tenencia de las tierras y de la estructuración ju-
rídica y sistemas de explotación de la misma…” 
(artículo10). Una de las estrategias para lograr 
este objetivo consistía en “la transformación de las 
comunidades indígenas en cooperativas de pro-
ducción” (artículo 20). Esta Ley establece la ex-
propiación de tierras privadas, nacionales, ejidales y 
estatales que no cumplan la función social, además 
crea el IAN, el cual organizó y dirigió la coloniza-
ción del interior del país. En la frontera agrícola 
este proyecto cubrió 4 962 376 mz, 99,7% de las 
cuales estaban ubicadas en el interior del país.
En 1976 se promulga la Ley de Expropiación, 
la cual deﬁne los conceptos de utilidad pública e 
interés social e incluye la expropiación para ﬁnes 
de reforma agraria. Estas bases de expropiación 
fueron parte de la segunda ola de modernización 
de la agricultura (1965-1979), conocida como 
el boom ganadero (Pérez, 2001). En el caso del 
café, la expansión de los grupos de poder se 
dio hacia las zonas de Wasaka, San Juan de Río 
Coco y Pancasán, mientras en la producción ga-
nadera se expandieron hacia Camoapa y Quilalí 
(Maldidier y Marchetti, 1996).
De acuerdo con el censo agrario de 1963, el 
41,2% de la tierra estaba concentrada en ﬁncas 
de más de 500 mz (351 ha) y le pertenecía a 
1,4% de la población rural. La producción cam-
pesina con menos de 50 mz (35 ha) represen-
taba el 14,7% del área en producción y el 78,2 % 
de las familias. El nivel de inequidad era tal que 
el 5% de las familias rurales de mayores recursos 
acumulaba el 58,8% de las áreas en producción.
Spoor (1995) estima que en 1971 el 70% de las 
familias rurales tenían economías cuyos ingresos y 
alimentación dependían parcial o totalmente del 
mercado laboral rural; una de las consecuencias 
Figura 6. Curva de Lorenz de la tenencia de la tierra 
según el censo agrario de 1963.
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del boom algodonero fue la de transformar fa-
milias campesinas en asalariados rurales. Esta 
situación fue básica para el ﬁnanciamiento y 
la promoción de la colonización de la frontera 
agrícola en el centro del país. La distribución y 
la tenencia de la tierra ha sido un elemento es-
tructural en el tema de la pobreza rural desde los 
tiempos de la Colonia y se reforzó con el modelo 
agroexportador de los años sesenta y setenta. Las 
curvas de Lorenz de los censos de 1963 y 1971 
demuestran que la tendencia general del país ha-
cia 1971 era la de aumentar los niveles de inequi-
dad en el acceso a la tierra. Esto se explica por la 
concentración de las tierras fértiles del Pacíﬁco en 
manos de los sectores agroexportadores de caña, 
algodón y banano. La presión social y la estrate-
gia contrainsurgente de los Estados Unidos favo-
recieron, a través de la Alianza para el Progreso, 
el establecimiento de programas de coloniza-
ción de frontera agrícola como vía para lograr 
una mejor distribución de los recursos. Como 
resultado, para 1978, se habían entregado a lo 
largo del país unas 300 000 mz (210 720 ha), 
que representaban el 4% del área productiva a 
la fecha. La curva de Lorenz del censo de 1971 
mantiene una distribución bastante desigual de 
la tierra. En ambos casos (1963 y 1971) las cur-
vas solo toman en cuenta la población rural que 
posee tierras y no se incluyen los campesinos sin 
tierra, que son los más vulnerables.
En 1973, el modelo empezó a dar señales in-
equívocas de agotamiento, ya que el ritmo de 
crecimiento del país fue menor, aunque siem-
pre creciente, acompañado con un proceso de 
endeudamiento externo del país, en el marco 
de la iniciativa de industrialización para susti-
tución de importaciones del Mercado Común 
Centroamericano (MERCOMUN). El algodón 
fue el primer rubro en estancarse en cuanto a los 
rendimientos obtenidos. El abuso en el uso de 
pesticidas generó resistencia en las plagas asocia-
das a este cultivo, y como reacción se incremen-
taron las aplicaciones y se importaron nuevos 
plaguicidas, lo que conllevó un aumento signiﬁ-
cativo en los costos de producción.
Figura 7. Curva de Lorenz de la tenencia de la tierra según el censo agrario de 1971.

















Hacia 1978 existía una polarización en la es-
tructura de la tenencia de la tierra, con una alta 
concentración de esta, principalmente en las re-
giones Pacíﬁco y Central. El IRAM (2000), ci-
tando al Ministro Wheelock, estimaba que había 
unas 2000 propiedades de más de 500 mz, 575 
de las cuales concentraban el 37,5% de las áreas 
en ﬁncas del país, mientras unos 52 000 campe-
sinos poseían solo el 3,4% de las tierras en ﬁncas.
Al mismo tiempo, las exportaciones agropecua-
rias se habían incrementado de USD40 millones 
en 1960 a USD400 millones en 1978. En el pe-
riodo 1950-1978 la producción de café creció 
151%, la de azúcar 250%, la de algodón 500% 
y la de carne 377%, mientras la de granos bási-
cos únicamente se incrementó 60% (Maldidier y 
Marchetti, 1996). Estos datos fortalecen la visión 
del establecimiento del modelo agroexportador, 
pues los rubros asociados a la exportación crecie-
ron de manera sostenida, mientras la producción 
para el consumo interno tuvo crecimientos rela-
tivamente modestos.
Al igual que en el periodo anterior, este se foca-
liza en la promoción de los grupos empresariales 
de exportación y en la construcción de la infraes-
tructura necesaria para exportar. Si bien hay una 
apertura de políticas al sector de la pequeña y 
mediana producción, en realidad esta es reactiva 
y con un enfoque anti-insurgente. La reforma 
agraria se utiliza como un proceso que permitía 
estabilizar políticamente el país. Es por ello que 
favorece la colonización interna y la expansión 
de la frontera agrícola, pero no cuestiona la dua-
lidad de la estructura agraria ni el modelo de de-
sarrollo agrícola (Roux, 2011).
4.  El periodo revolucionario de 
rehabilitación parcial de la familia 
campesina en el agro (1979-1990)
Los años ochenta fueron marcados por el rol del 
Estado en la economía y por el énfasis en la re-
forma agraria. La reforma agraria sandinista se 
realizó en dos fases importantes. La primera co-
menzó durante la guerra de liberación en 1979, 
y se extendió hasta la promulgación de la Ley de 
Reforma Agraria de 1981 (Junta de Gobierno 
de Reconstrucción Nacional de la Republica de 
Nicaragua, 1981). Se caracteriza por una fuerte 
presión campesina por la tierra, por el inicio de 
las conﬁscaciones y expropiaciones de la gran 
propiedad y por el acceso de los trabajadores 
agrícolas a la organización. Una segunda fase va 
desde la preocupación por organizar un área de 
propiedad estatal y un movimiento cooperativo 
fuertes, en la que se registra la agudización de la 
agresión imperialista y un serio deterioro de las 
condiciones de vida en el campo, hasta la promul-
gación de la reforma a la Ley de Reforma Agraria 
en 1986 (Asamblea Nacional de la República de 
Nicaragua, 1986), cuando se imponen las entre-
gas masivas de tierra para poder cumplir con la 
presión campesina (Ortega, 1986; Núñez Soto, 
1987). En consecuencia, la estructura de te-
nencia de la tierra es impactada por la Ley de 
Reforma Agraria Sandinista y reduce la tenencia 
en el sector latifundista del 37,5% al 6% del área 
en ﬁncas. Strasma (1999) considera que unas 
5000 propiedades fueron afectadas y con ellas 
21 millones de ha (30 millones de mz) (Strasma, 
1999). Esta Ley y las políticas del Estado pri-
vilegiaron a las grandes empresas estatales y al 
modelo de producción en cooperativas, creando 
las Cooperativas Agrícolas Sandinistas, sin res-
ponder a la reivindicación histórica de tierra in-
dividual del campesinado nicaragüense.
A comienzos de 1986, ya se había aprobado la 
Ley No. 14 (Asamblea Nacional de la República 
de Nicaragua, 1986) que reformaba la Ley de 
Reforma Agraria, abordando por primera vez las 
demandas especíﬁcas de las comunidades indíge-
nas de la Costa Atlántica. No obstante, no es sino 
hasta la aprobación de la Constitución Política 
de Nicaragua en 1987 (República de Nicaragua, 
1987) que el Estado reconoce “la existencia de 
los Pueblos Indígenas y Comunidades Étnicas, 
sus deberes y derecho a mantener y desarrollar su 
identidad y cultura, tener sus propias formas de or-
ganización social y administrar sus asuntos locales, 
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así como mantener las formas comunales de pro-
piedad de sus tierras y el goce, uso y disfrute de 
las mismas, y su pleno acceso y aprovechamiento 
de los recursos naturales, estableciéndose un ré-
gimen de autonomía” (artículo 89). Con la pro-
mulgación en 1987 del Estatuto de Autonomía 
de las Regiones Autónomas, conocido también 
como Ley No. 28 (Asamblea Nacional de la 
República de Nicaragua, 1987), se adoptó un 
modelo propio de administración por parte de 
la región del Caribe, sobre la base de principios 
que por primera vez en la historia nacional, de 
manera clara y expedita, reconocen los derechos 
y las responsabilidades de las comunidades de la 
Costa Atlántica, creando a su vez dos Regiones 
Autónomas en el anterior Departamento de 
Zelaya: Regiones Autónomas del Atlántico Norte 
(RAAN) y Sur (RAAS). De esta manera, durante 
el periodo 1986-1989, el Estado cambió su polí-
tica respecto a las comunidades indígenas, reco-
nociéndolas y titulándoles miles de hectáreas de 
tierras a los Mayangnas en la Costa Atlántica y en 
Tasba Pri (UN-REDD Programme, 2012).
Debido a la presión campesina, el Estado da menor 
énfasis a su modelo de producción cooperativa. 
Strasma (1999) estima que en el periodo de 1980 
a 1990 se extendieron 54 886 títulos, que corres-
ponden a un total de 3 715 543 mz. Los títu-
los entregados en los años ochenta generalmente 
eran documentos provisionales. El IRAM (2000) 
estima que al inicio de 1990 el 70% de los títulos 
no podían ser inscritos, pues los límites y las áreas 
no estaban bien deﬁnidas. Strasma (1999) estima 
que el 25% de las propiedades tenían conﬂictos 
actuales o potenciales entre el ocupante y per-
sonas que reclamaban el derecho de propiedad, 
aunque el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) estimó esa proporción en 40%.
En el periodo de entrega de Gobierno, cono-
cido como de transición, se emitieron leyes 
que protegieron los beneﬁciarios de la Ley de 
Reforma Agraria de 1981 (Junta de Gobierno 
de Reconstrucción Nacional de la Republica de 
Nicaragua, 1981) y su reforma de 1986 (Asamblea 
Nacional de la República de Nicaragua, 1986). 
Entre las principales tenemos las siguientes: i) la 
Ley No. 84 (Asamblea Nacional de la República 
de Nicaragua, 1990), que elimina el interven-
cionismo del Estado en el movimiento coopera-
tivo; ii) la Ley No. 87 (Asamblea Nacional de la 
República de Nicaragua, 1990), que traslada los 
aspectos relacionados con la tenencia de la tierra 
y sus conﬂictos al Poder Judicial; y iii) la princi-
pal es la Ley No. 88 (Asamblea Nacional de la 
República de Nicaragua, 1990), conocida como 
de Protección de la Propiedad Agraria, la cual 
convierte los títulos provisionales entregados en 
el periodo 1979-1990 en títulos deﬁnitivos.
Cuadro 2. Distribución de tierras en Nicaragua por regiones y procesos.
Superﬁcie en ﬁnca 
(miles MZ)
Reforma agraria 80s Titulación especial 80s 
(IAN)
Titulación OTR
Región I Segovias 882.7 242.5 65.2 96.4
Región V Centro Sur 1451.9 423.9 638.4 129.6
Región VI Centro Norte 1966.2 417.6 415.1 175.9
Región II Occidente 981.2 376.8 8.1 64.1
Región III Managua 388.3 189.6 1 17.8
Región IV Pacíﬁco Sur 642.7 302.8 2.6 18.8
RAAN 1414.9 15.2 193.3 181.6
RAAS 1663.8 24.8 118.2 372.3
Río San Juan 414.7 297.8 18.1 221.7
Total 9806.4 2291 1460 1278.3
Fuente: Elaborado con base en datos de IRAM, 2000.
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En 1988 el gobierno inicia un proceso de ajuste 
estructural que incluye medidas dirigidas a la 
reforma monetaria, la compactación (reduc-
ción) del Estado, la disminución del déﬁcit 
público y la inﬂación, y la liberalización de los 
mercados campesinos. Ya desde 1986 se había 
incrementado el traspaso de la tierra a las coo-
perativas, reduciéndose el banco de tierras y 
equipos que poseían las empresas estatales de 
producción agropecuaria. Las exportaciones 
habían sido seriamente afectadas por la política 
monetaria (tasa de cambio) y el mercado local 
presentaba una seria escasez de productos. Para 
1989, las exportaciones totales del país alcan-
zaban los USD330 millones. La economía en 
general, que a partir de 1978 había sufrido un 
descenso en el PIB, en 1987 (USDM 4.511) 
tenía proporciones similares a las de 1979 
(USDM 4.250), mucho menor que el PIB de 
1978 (USDM 5.181) Luego de tres años de 
recesión económica, el PIB de 1990 (USDM 
3.878) llegó a ser tan bajo como el de 1967 
(USDM 3.935)125.
Este es un periodo clave en la historia en que se 
impulsa un cambio radical en el referencial de 
políticas, basado en el socialismo, con objetivos 
de modernización del sector agropecuario como 
motor de una política de sustitución a las expor-
taciones (Baumeister, 1999). Para ello, en 1981 
se crea el Ministerio de Desarrollo Agropecuario 
y Reforma Agraria (MIDINRA)126, que se con-
vierte en el ente normador de políticas y admi-
nistrador de las actividades agropecuarias. Sus 
funciones incluyen la política de reforma agraria, 
la deﬁnición de las regiones de desarrollo agro-
pecuario, la “cooperativización”, la atención 
y desarrollo de la pequeña y mediana produc-
ción, la creación y coordinación de las UPE, la 
agroindustrialización, la política crediticia y la de 
asistencia técnica. Para ello se generan direccio-
nes y programas sectoriales (café, arroz, caña de 
azúcar, oleaginosas, etc.), con un énfasis en el 
control de los circuitos de comercialización in-
terna y de exportación (Le Coq et al., 2013).
Aunque en este periodo hay un énfasis en la re-
forma agraria y el apoyo a las nuevas opciones 
de tenencia de la tierra, el conﬂicto armado y 
las medidas relacionadas con el control de los 
precios y del abastecimiento de alimentos a las 
ciudades a través del Ministerio de Comercio 
Interior (MICOIN) generaron muchas pro-
testas del sector campesino, que además con el 
enfoque de colectivización, se sentía excluido o 
forzado a entrar en un modelo de trabajo que 
se promovía desde el Estado. Paradójicamente, 
la organización campesina para la comercializa-
ción regresaría como modelo de extensión veinte 
años después, mediante los proyectos de acceso a 
mercados a través de cadenas de valor.
5.  El periodo de la “democracia de libre-
mercado” y de contrarreforma agraria 
(1990-2006)
Este es un periodo crítico para el país, pues luego 
de un largo conﬂicto (1977-1989) se necesitaba 
un proceso de estabilización y ajuste estructural 
de la economía. En este proceso se hizo una re-
ducción importante del Estado y los ministerios 
quedaron con muy poco personal. Además, se 
liberaron los mercados (interno y externos) y, 
dado que la política macroeconómica estaba fo-
calizada en reducir el déﬁcit comercial, las políti-
cas para la promoción de las exportaciones fueron 
una prioridad. Bajo este reto en el corto plazo, 
los incentivos fueron colocados priorizando al 
sector empresarial grande, que en el corto plazo 
podría generar e incrementar la exportaciones de 
productos agropecuarios, regresando al modelo 
de la década de 1970: café, carne, soja (en vez de 
algodón) y caña de azúcar.
125 Todos los datos del PIB se brindan en miles de millones de dólares a precios constantes como año base 2000.
126 Decreto Ley No. 697 del 4 de abril de 1981, La Gaceta No. 80 del 7 de abril de 1981.
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La tenencia de la tierra en este periodo es pieza 
clave en la reestructuración de la agricultura en 
el país. Tres situaciones se combinan: por un 
lado, la falta de registro ﬁnal de una alta propor-
ción de los títulos de reforma agraria; la revisión 
de las conﬁscaciones (devolución de tierras a los 
antiguos dueños) y la nueva reforma agraria con 
el objetivo de cumplir con los acuerdos de paz. 
Con un país que no cuenta con todo su territo-
rio catastrado, la doble y hasta triple titulación 
se convirtió en un elemento que no solo generó 
conﬂictos, sino también ventas de tierra y bajos 
niveles de inversión en la producción.
Además, con el proceso de privatización los sin-
dicatos lograron retener como accionistas cierta 
proporción de las tierras de las que fueron em-
presas estatales. Sin embargo, el proceso de re-
visión de las conﬁscaciones de tierras, base para 
la reforma de los años ochenta, y un deﬁciente 
manejo en el proceso de regularización de las 
tierras reformadas en el periodo anterior, gene-
raron mucha incertidumbre en la legalidad de las 
propiedades. En el periodo 1995-1996, fueron 
liberados los títulos de reforma agraria al mer-
cado de tierras127. Para el año 2000, el resultado 
neto de ambos procesos, estimado por el IRAM 
(2000), fue la reducción de la propiedad refor-
mada en un 10%. El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público (MHCP) estima que la reduc-
ción de la propiedad reformada fue mayor, pues 
para 1995 estima que se había reducido en el 
22% y que para el año 2002 dicha disminución 
alcanzaba el 71%. Esta reducción es a lo que al-
gunos autores llaman la contrarreforma agraria 
de los noventa.
Esa contrarreforma ha consistido, entre otras co-
sas, en un signiﬁcativo proceso de reconcentra-
ción de tierras del sector “reformado” hacia el 
sector privado, especialmente hacia el segmento 
de la mediana propiedad (Lucas Aráuz, 2003). En 
los mercados de tierra urbana y periurbana, la es-
peculación es fuerte como resultado de los bajos 
precios que tienen las tierras reformadas por su in-
seguridad jurídica y de los mejores precios que tie-
nen propiedades con antecedentes registrales que 
no muestran intervención del Estado: las nuevas 
urbanizaciones, centros turísticos, comerciales e 
industriales se desarrollan en buena medida sobre 
tierras provenientes del sector reformado.
De manera general, tanto las cooperativas como 
los desmovilizados del conﬂicto armado beneﬁ-
ciados con tierras, redujeron su acceso, mientras 
los colonos y los desplazados del ejército in-
crementaron su participación en la tenencia de 
tierras reformadas. El sector de los propietarios 
privados individuales creció en este periodo no 
solo en su peso en la tenencia de áreas agrícolas 
totales (de 55% en 1990 a 84% en 2002), sino 
también en cuanto a extensión, ya que las áreas 
de explotación pasaron de 8,1 a 8,9 millones de 
mz (5,7 a 6,3 millones de ha) (ver cuadro 3).




Reformados individuales 22,2 17,2
Desmovilizados de la Resistencia 
Nicaragüense
24 17,2
EPS – MINGOB 0 11,5
APT 7,7 5,7
Colonos 0 13,8
Fuente: Elaborado con base en datos de IRAM (2000).
En cuanto a la distribución de la tierra, se ha pa-
sado de un esquema en que el 80% de las familias 
rurales accedía únicamente al 16% de las tierras 
127 En su versión original, la tierra adquirida por reforma agraria no podía ser vendida.
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(1971), a otro en que acceden al 24%. Sin em-
bargo, el tema de la concentración de la tierra 
sigue siendo una asignatura pendiente en la po-
lítica de tierras, ya que el 5% de las familias más 
ricas controla el 45% de la tierra. A diferencia de 
1971, en el año 2001 el sector medio campe-
sino incrementó el acceso a la tierra del 22% al 
31%; sin embargo, la tendencia general es en el 
sentido de un mayor nivel de concentración e 
inequidad en el acceso a la tierra.
Una muy buena parte de las tierras de reforma 
agraria ha sido vendida a terratenientes y espe-
culadores a precios muy por debajo del valor 
invertido por el Estado en su compra o in-
demnización a los expropiados. El III Censo 
Nacional Agropecuario (CENAGRO) reporta 
que aproximadamente el 75% de estas tierras 
no se encuentra en manos de los beneﬁciarios 
originales.
En lo que se reﬁere a las comunidades indíge-
nas, cabe resaltar que en 1996 se crea la primera 
Comisión de Demarcación, y en el 2003, se 
promulgó la Ley No. 445 (Asamblea Nacional 
de la República de Nicaragua, 2003), mediante 
la cual el Estado de Nicaragua, a través de su 
Ley del Régimen de Propiedad Comunal de los 
Pueblos Indígenas y Comunidades Étnicas de 
las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica 
de Nicaragua y de los ríos Bocay, Coco, Indio 
y Maíz, se plantea el garantizar a los pueblos in-
dígenas y comunidades étnicas el pleno recono-
cimiento de los derechos de propiedad comunal 
y del uso, administración y manejo de las tierras 
tradicionales y sus recursos naturales, mediante 
la demarcación y titulación de esas tierras. En 
dicha ley se deﬁne que la Asamblea Comunal 
constituye la máxima autoridad de las comuni-
dades indígenas y étnicas. Además, se reconoce 
categóricamente que la propiedad comunal in-
dígena está constituida por las tierras que las 
comunidades indígenas han poseído tradicional-
mente, partiendo de un derecho posesorio, con-
virtiendo el título, además de un reconocimiento 
a ese derecho, en un instrumento para ejercer el 
dominio de estas tierras.
La política de tierras se ha centrado en el tema de 
la regularización, con el propósito de favorecer los 
mercados de tierra y el acceso a otros mercados 
rurales, principalmente los de ﬁnanciamiento ru-
ral. Sin embargo, si los estimados del MHCP son 
certeros, lo que esta política ha facilitado en el país 
ha sido más bien la concentración de la tierra y el 
incremento de los sectores sociales en condiciones 
de subsistencia y vulnerabilidad en el campo. Esta 
inequidad, medida por el índice GINI de con-
centración, es estimada entre 0,72 y 0,86 (World 
Bank, 2007), una de las más altas a nivel mundial.
En el aspecto institucional, dada la situación de 
posguerra, hay una fuerte presencia de las agen-
cias de cooperación que colocan fondos en los 
procesos de reactivación productiva del agro, 
principalmente en el rubro café. Dado el res-
tringido presupuesto público dirigido al sector, 
la cooperación comienza a jugar un rol de mu-
cha importancia en la implementación de polí-
ticas y programas para la producción. En 1990 
el MIDINRA se convierte en el Ministerio de 
Agricultura y Ganadería (MAG), siendo una ver-
sión muy reducida, dejando una serie de vacíos 
que luego fueron llenados con instituciones au-
tónomas tales como el Instituto Nicaragüense 
de Tecnología Agropecuaria (INTA) (1993), 
que centra sus actividades en la investigación y 
la transferencia de tecnología agropecuaria; el 
Programa de Polos de Desarrollo (POLDES), 
que luego se convirtió en el Instituto de 
Desarrollo Rural (IDR), con la construcción de 
la infraestructura rural; y el Instituto Nacional de 
Forestación (INAFOR), para temas forestales. 
En 1998, el MAG se convierte en el Ministerio 
Agropecuario y Forestal (MAGFOR), quedando 
adscritos el INTA y el INAFOR (Le Coq et al,. 
2013), mientras que el IDR quedó como una 
entidad autónoma.
En 1998, el huracán Mitch azotó Centroamérica 
y generó importantes daños en la infraestruc-
tura y la producción de la región. Honduras y 
Nicaragua fueron de los países más afectados. Sin 
embargo, este fenómeno fue una doble oportu-
nidad para el país: por un lado, se obtuvieron 
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recursos frescos para la reconstrucción de las vías 
de comunicación del país y, por otro, brindó al 
país la oportunidad de ser parte de la iniciativa 
internacional para los países altamente endeu-
dados, conocida como iniciativa HIPC (Heavily 
Indebted Poor Countries). Como parte de las 
condicionalidades del perdón de la deuda, el país 
tenía que desarrollar una estrategia de reducción 
de la pobreza.
En este periodo se presentaron tres versiones oﬁ-
ciales de la Estrategia de Reducción de la Pobreza 
en Nicaragua (2000, 2001, 2005). Tanto en la 
segunda como en la tercera se buscaba cambiar el 
enfoque social por un enfoque más económico. 
Al comprar las versiones I y II, se identiﬁca que en 
la primera había una prioridad en cuanto a actuar 
en temas estructurales a la pobreza y a la pobreza 
extrema. Esto se ve reﬂejado fundamentalmente 
en los indicadores trazados de reducción de la po-
breza extrema y en la inversión urgente en edu-
cación rural. La versión II ﬁja metas en el área de 
la educación, pero reduce los compromisos ad-
quiridos en materia de educación y pobreza para 
el periodo 2001-2005. El Estado de Nicaragua 
se compromete en ambos casos a incrementar el 
gasto en reducción de la pobreza, pero no ﬁja una 
meta de su reducción, lo cual es una liberación de 
responsabilidades a la hora de evaluar los resulta-
dos e impactos del gasto público efectuado. En el 
tema de consistencia, se podría plantear que los 
pilares 2 y 3 pierden importancia en esta versión 
(Wiggins, 2007).
6.  El periodo actual y la incorporación de 
la noción de agricultura familiar en las 
instituciones públicas (desde el 2007)
En el año 2007, ocurre un cambio importante 
de paradigma en la gestión pública. La concep-
ción del rol del Estado en las dinámicas econó-
micas y sociales del país cambia, de un Estado 
regulador a un Estado implementador de ac-
ciones que permitan reducir los efectos del sis-
tema económico. En la política social, los tres 
ejes fundamentales son la educación, la salud 
y la reducción del hambre. Dado que los ma-
yores niveles de pobreza se han ubicado his-
tóricamente en las zonas rurales, se generaron 
programas para incrementar la capacidad de pro-
ducción de alimentos. Con estos ejes, se hizo 
una revisión de la última estrategia de reducción 
de la pobreza, conocida como el Plan Nacional 
de Desarrollo Operativo (PND-0, 2005) y se 
transformó en el Plan Nacional de Desarrollo 
Humano (Gobierno de Reconciliación y Unidad 
Nacional, 2012). En este sentido, por primera 
vez en la historia de Nicaragua, se ha priorizado 
una política dirigida a las familias agrícolas, en 
particular a las menos favorecidas, a través de un 
énfasis en el tema de la seguridad alimentaria, la 
pequeña y mediana producción y la capitaliza-
ción campesina. En este contexto, en particular 
a partir de 2012, se ha hecho un mayor énfa-
sis en la economía familiar, con la creación del 
Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria y 
Cooperativa (MEFCCA), el cual se centra en la 
promoción de las empresas familiares tanto ur-
banas como rurales; e incluso con la creación de 
la Dirección de Agricultura Familiar en el mismo 
Ministerio. Partiendo del principio de que las mi-
cro- y pequeñas empresas “de emprendimiento 
económico familiar” son las que “contribuyen al 
sostenimiento socio económico de las familias, a 
la vez que contribuyen a la economía comunita-
ria y a la nacional”, se han generado programas 
de apoyo a la agricultura familiar que son desde 
entonces las principales herramientas de la polí-
tica hacia el sector rural del país.
D.  Políticas actuales e implicaciones 
sobre y para la agricultura 
familiar 
Uno de los elementos que hace diferencia en la 
forma en que se implementan las políticas agra-
rias en Nicaragua es el enfoque sectorial, bajo el 
cual las diferentes instituciones que intervienen 
en el desarrollo rural productivo convergen en 
un plan de mediano plazo (de cuatro años) que 
permite tener una visión y acción sectorial. Este 
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plan, conocido como PRORURAL Incluyente, 
está terminando una segunda fase y se prepara 
para una tercera en el marco de la nueva fase del 
Plan Nacional de Desarrollo Humano (PNDH, 
2012-2016).
1.  La estrategia sectorial productiva: 
PRORURAL
A partir del cambio de paradigma del Gobierno y 
de la reconﬁguración institucional para el apoyo 
al sector rural y agropecuario: “El PRORURAL 
Incluyente es la expresión de la política nacional 
hacia el sector agropecuario, forestal y rural, que 
representa una Estrategia de Desarrollo para el 
sector, a través de diez ejes estratégicos que se-
rán ejecutados por las instituciones del SPAR y 
agencias relacionadas, en donde se incorporan la 
formulación de políticas agropecuarias y fores-
tales, servicios de acceso a insumos y equipos, 
asistencia técnica, asociatividad, certiﬁcación de 
la producción, sanidad e inocuidad agroalimen-
taria, manejo forestal sostenible, transformación 
de productos y acceso a mercados, entre otros 
servicios públicos, público privados y privados, 
que de manera organizada y territorializada pro-
veen a la población rural, en correspondencia 
con las competencias deﬁnidas por ley y los roles 
institucionales en el marco del enfoque sectorial 
y se retoma en el PRORURAL Incluyente que 
será con énfasis en los trabajadores del campo, 
pequeños y medianos productores, comunida-
des indígenas y pueblos afrodescendientes, lo 
que permitirá la eﬁciencia y efectividad de los 
recursos nacionales, recursos privados y de la 
cooperación logrando un mejor desempeño del 
sector” (Gobierno de Reconciliación y Unidad 
Nacional, 2009).
PRORURAL Incluyente le permite al Estado re-
cuperar su función de generador y promotor de 
tecnología agropecuaria, a la cual había renun-
ciado en los últimos dos gobiernos liberales, así 
como la de promoción e implementación de al-
ternativas de microﬁnanzas y contratos agrícolas 
con los pequeños productores rurales. Además, 
el Estado retoma su función de garantizar una 
reserva de alimentos para momentos de crisis 
y reactiva la Empresa Nacional de Alimentos 
Básicos (ENABAS). Esta es un instrumento que 
le permite comprar a los pequeños productores 
con un precio más alto que los intermediarios 
tradicionales y, a la vez, esta garantía de com-
pra es útil para acceder a los fondos de otro 
programa denominado CRISSOL, que ﬁnancia 
insumos para la producción.
El PRORURAL se organiza operativamente 
en tres programas: el Programa Nacional de 
Alimentos, el Programa Nacional Forestal y el 
Programa Nacional de Agroindustria. De esta 
manera, se cubren las áreas estratégicas que se 
demandan del sector productivo rural: produc-
ción e inocuidad de los alimentos, generación 
de valor agregado y equilibrio ambiental. Sin 
embargo, instituciones claves como el Banco 
de la Producción, el Ministerio del Ambiente 
(MARENA), el Ministerio del Transporte e 
Infraestructura (MTI) y la ENABAS se encuen-
tran fuera de esta planiﬁcación interinstitucional. 
Es decir, los factores de capitalización (a través del 
crédito), de comercio (ENABAS y el Ministerio 
de Comercio, que autoriza las importaciones de 
alimentos) y de infraestructura básica están fuera 
de este plan sectorial. Esto tiene como limitante 
que los procesos que se plantean desde el enfo-
que de producción no incorporan las áreas claves 
para lograr los resultados estratégicos esperados.
A diferencia de otras áreas de la política pública 
(como los sectores salud y educación), el sector 
productivo tiene metas estratégicas cuya conse-
cución no está a su alcance. Es decir, los volú-
menes de producción de alimentos e inclusive 
las exportaciones en realidad dependen mucho 
de las decisiones que toman los productores so-
bre qué, cuándo y con qué objetivo utilizar sus 
activos. En este caso, la política pública tiene 
herramientas limitadas para generar incentivos 
que reduzcan la incertidumbre o las barreras de 
acceso a los mercados, ya sean ﬁnancieros o de 
productos y, en el caso de los hogares con ma-
yores limitantes de activos, para facilitar procesos 
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de capitalización productiva que les permitan al-
canzar un nivel de activos necesario para acceder 
a los mercados de servicios.
El PRORURAL tiene como segundo énfasis el 
de promover procesos de capitalización produc-
tiva para los hogares excluidos de los mercados 
de servicios. En este marco, hay una serie de in-
tervenciones para garantizar los insumos nece-
sarios para la producción de alimentos: semillas 
mejoradas, fertilizantes y creación de alternati-
vas locales de bancos de semillas, de manera que 
las comunidades puedan acceder a tecnología 
y reproducirlas sin tener que depender de los 
mercados tradicionales de semilla. En paralelo, 
las instituciones de infraestructura avanzan en 
un proceso de mejoras de caminos y carreteras, 
principalmente en las áreas de producción láctea 
y de café, como también en la promoción del 
acceso a servicios ﬁnancieros y de comercio. En 
una tercera esfera se ubican las intervenciones 
del Estado que contribuyen al desarrollo rural 
desde áreas claves no productivas como la educa-
ción, la salud, el turismo, la seguridad, etc.
El 0ROGRAMA? .ACIONAL? DE? !LIMENTOS tiene 
como metas principales garantizar la producción 
de alimentos y la inocuidad de las exportaciones. 
En el plano interno, este programa se centra en 
el aumento de la producción primaria de alimen-
tos, para lo que cuenta con las siguientes herra-
mientas que le permiten generar incentivos para 
incrementar los volúmenes de producción:
?? %L?Bono Productivo Alimentario, que es un 
programa dirigido a familias con menos de 10 
mz, con un énfasis en la atención de mujeres 
rurales. Combina la entrega de tecnología y 
animales para la producción de carne, huevo 
y leche, como una opción importante en la 
mejora de la dieta de las familias.
?? %L?Plan Especial de Producción de Granos 
Básicos Cristiano Socialista y Solidario 
(CRISSOL) es un instrumento enfocado en 
la estabilización de los precios de los alimen-
tos, en la reducción del desabastecimiento 
de zonas alejadas de los principales centros 
de mercado y en la población vulnerable. 


















Su grupo meta principal son los pequeños 
productores de granos (áreas de producción 
menores o iguales a 1,4 ha), quienes en su 
mayoría establecen áreas para autoconsumo, 
con una limitada oferta de productos al mer-
cado nacional de granos. Este programa 
combina ﬁnanciamiento, semillas mejoradas, 
insumos para la producción y acopio de maíz 
y frijol.
?? %L? Programa de Asistencia Alimentaria 
(PSAN) distribuye la ayuda alimentaria 
gestionada por el Programa Mundial de 
Alimentos (PMA). El grupo meta principal 
de esta intervención son las zonas vulnera-
bles a sequías y de mayor inseguridad ali-
mentaria, principalmente en la región central 
norte del país.
?? %L? Programa de Sanidad y Trazabilidad 
Agropecuaria es un componente de mu-
cha importancia para garantizar la sanidad 
e inocuidad de los alimentos. Sin embargo, 
es el programa que mejor representa el dua-
lismo de la producción alimentaria del país. 
Mientras en las exportaciones hay un alto ni-
vel de control y regulación, con una eﬁcien-
cia tal que los rechazos son menores del 1% 
del volumen total exportado, el mercado in-
terno tiene un sistema débil de seguimiento 
y control de los procesos productivos. En la 
trazabilidad animal se han dado los mayores 
avances, dado el requisito para la exporta-
ción de carne y en lo referente a lácteos. La 
vigilancia estricta de procesos se lleva a cabo 
en las plantas industriales, mataderos y pro-
cesadores lácteos, mientras que el resto de 
la industria (mataderos municipales, plantas 
artesanales y semi-industriales) carecen de un 
mecanismo sistemático de vigilancia.
?? %L?Programa de Innovación Tecnológica es 
el programa de generación y validación tec-
nológica, principalmente de nuevas varieda-
des que contribuyen a enfrentar limitantes 
en la producción, especialmente a variacio-
nes climáticas (como INTA sequía) o de 
tolerancia a enfermedades (virus, bacterias, 
micoplasmas) y como alternativas de manejo 
integrado de los cultivos y los animales.
?? ,OS? PROCESOS? DE? VALIDACI?N? SE? HACEN? EN? EL?
marco del Programa de Promotoría Rural, 
con una amplia red de líderes tecnológi-
cos, que establecen parcelas de validación 
tecnológica.
De manera general, excepto los componen-
tes de vigilancia sanitaria y asistencia alimenta-
ria, los instrumentos del Programa Nacional de 
Alimentos tienen como principal grupo meta a 
los hogares que se incluyen en la deﬁnición de 
la agricultura familiar y en los cuales descansa la 
producción de granos para el consumo interno 
del país.
El 0ROGRAMA?.ACIONAL?DE?!GROINDUSTRIA?2URAL?
0.!)2	 es el instrumento del PRORURAL 
que fomenta los procesos de generación de valor 
agregado de la producción primaria, mediante la 
transferencia de tecnología, el manejo poscose-
cha y la mejora y transformación de la produc-
ción agropecuaria y forestal. Como parte del 
Ministerio de Economía Familiar, Cooperativa, 
Comunitaria y Asociativa, enfatiza el trabajo con 
pequeños productores, promoviendo esquemas 
de asociación y organización, con la meta de for-
talecer el movimiento cooperativo nacional.
El PNAIR prioriza tres grupos de beneﬁciarios(as):
?? &AMILIAS? PRODUCTORAS? Y? OTROS? ACTORES? CON?
bajos niveles de articulación en cadenas de 
valor. Con ellas se realizarán principalmente 
acciones para el fortalecimiento de la asocia-
tividad para elevar los niveles organizaciona-
les y el poder de negociación de los grupos 
asociativos.
?? &AMILIAS?RURALES?SIN?POTENCIAL?DE?ARTICULACI?N?
pero con potencial para ofrecer servicios a las 
cadenas de valor de los territorios (jóvenes 
rurales, mujeres, pequeños empresarios ru-
rales). Con ellas se fortalecerán capacidades 
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(componente de Desarrollo del Talento 
Humano) para mejorar sus oportunidades 
de conseguir empleo o prestar servicios a 
las cadenas atendidas en los territorios co-
rrespondientes, además de proveer servicios 
como promotores rurales de la asociatividad.
?? ,OS? BENE?CIARIOS? SIN? POTENCIAL? DE? ARTICULA-
ción y sin potencial para ofrecer servicios a 
las cadenas (productores muy pobres y con 
bajos niveles de capitalización). Con estos 
se trabajará en la mejora de las capacidades 
productivas (componente de Desarrollo del 
Talento Humano), para que eleven los ni-
veles de producción de alimentos y puedan 
generar excedentes para los mercados comu-
nales y locales cercanos (Calidad e inocuidad 
de alimentos, Promoción Comercial).
Esto es un cambio importante, ya que en las 
intervenciones de agroindustria no prioriza los 
grupos tradicionales con un nivel de capital, sino 
aquellos que por sus características necesitan un 
apoyo integral y sostenido a mediano y largo 
plazo para mejorar sus procesos productivos y de 
acceso al mercado. 
Para su intervención, el PNAIR prioriza tres lí-
neas de acción: 
?? -EJORA?Y?DESARROLLO?DE?NUEVA?INFRAESTRUCTURA?
productiva y equipamiento. Esta es una línea 
de capitalización productiva de los grupos 
meta, de manera que puedan realizar los pro-
cesos de transformación o mejora de la calidad 
de los productos agropecuarios y forestales.
?? &ORTALECIMIENTO?DE?CAPACIDADES?T?CNICAS?PRO-
ductivas, gerenciales y organizativas de las 
agroindustrias. Este es el elemento clave del 
modelo, el fortalecimiento de las capacidades 
técnicas y gerenciales de las organizaciones 
que se promueven dentro del programa, de 
manera que la intervención del Estado tenga 
un límite de tiempo, y que luego las organi-
zaciones (cooperativas) sean sostenibles por 
sí solas en sus procesos.
?? !POYO? A? LA? FORMACI?N? DE? NUEVAS? EMPRESAS?
agroindustriales. Esta se centra en los pro-
cesos de acceso a información, mercados y 
promoción comercial.
El PNAIR tiene como principal elemento el estar 
centrado en los hogares de la agricultura familiar 
e incluir a los grupos tradicionalmente exclui-
dos; sin embargo, ese mismo es su principal reto. 
Alcanzar los niveles organizativos, empresariales 
y de requisitos de calidad para acceder a merca-
dos de estos grupos es un proceso que debe ser 
planteado en el mediano plazo. Sin embargo, la 
presión por los resultados inmediatos traerá la 
tendencia de no completar procesos, lo que mi-
nará la sustentabilidad del proceso en sí.
%L? 0ROGRAMA?.ACIONAL? &ORESTAL? 0.&	? es el 
instrumento mediante el cual se pretende redu-
cir la tasa anual de deforestación del país; au-
mentar el empleo, el aporte del sector en el PIB 
y el volumen ﬁnanciero de las exportaciones y 
consolidar la economía campesina, comunitaria 
y de dueños de bosques a través de un incre-
mento en el valor de sus recursos forestales y de 
sus ingresos. Su grupo meta incluye a todos los 
productores, aunque establece que su preferen-
cia es trabajar con los grupos medios, lo que en 
el caso de áreas de bosques o manejo forestal 
tiene mucho sentido.
El PNF desarrolla cuatro líneas de acción para 
cumplir con sus resultados estratégicos:
?? 2EFORESTACI?N?Y?2ESTAURACI?N?&ORESTAL?CUYO?
instrumento principal es la Cruzada Nacional 
de Reforestación. Incluye desde el estableci-
miento de los viveros forestales y la garantía 
del material genético hasta la promoción de 
las actividades de reforestación. 
?? -ANEJO? Y? #ONSERVACI?N? &ORESTAL? 3ON? LAS?
actividades centradas en el establecimiento, 
monitoreo y supervisión del cumplimiento 
de los planes de manejo forestal de bosques y 
plantaciones; procesos de certiﬁcación fores-
tal, manejo y prevención de incendios. Estas 
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actividades son desarrolladas principalmente 
con dueños de bosques y plantaciones fores-
tales; es decir, con grupos que tienen un im-
portante acceso a tierras.
?? $ESARROLLO? DE? LA? )NDUSTRIA? Y? EL? #OMERCIO?
Forestal. Contempla acciones dirigidas a los 
eslabones de trasformación (industria) y co-
mercialización de los productos forestales, 
con énfasis en procesos de certiﬁcación, in-
novación tecnológica y trazabilidad.
?? 'ENERACI?N? Y? 'ESTI?N? DEL? #ONOCIMIENTO?
Forestal. Incluye acciones dirigidas a promo-
ver la educación ambiental del país, así como 
el entrenamiento de personal técnico en te-
mas de manejo forestal.
El PNF podría ser el programa con menos accio-
nes dirigidas a la agricultura familiar, excepto en 
el caso de la Cruzada Nacional de Reforestación. 
En el resto de las actividades, sus grupos metas 
son hogares con capacidad de establecer planta-
ciones forestales o acceder a áreas de tierra que 
les permitan establecer planes de manejo fores-
tal, lo que, aparte de la tramitología correspon-
diente, demanda la contratación de un regente 
forestal.
En resumen, se puede establecer que en el marco 
de la estrategia sectorial productiva, los hogares 
de la agricultura familiar son integrados de ma-
nera importante en los programas de producción 
de alimentos y de promoción de agregación de 
valor a los procesos de capitalización produc-
tiva, generada a partir del Bono Productivo 
Alimentario.
2.  Intervenciones especíﬁcas dirigidas a 
la agricultura familiar
A partir del año 2012, el Estado de Nicaragua 
establece una vía alternativa de atención a las 
familias de la economía familiar (urbana y ru-
ral) a través del establecimiento de un ministe-
rio especíﬁco que atienda a este sector social, 
en el cual una alta proporción de familias han 
sido tradicionalmente excluidas de las dinámi-
cas económicas del país. Sin embargo, esta no es 
una combinación fácil. Por un lado, la base del 
MEFCCA es el IDR, por lo que la integración 
de las micro, pequeñas y medianas empresas ur-
banas en su dinámica es un tanto compleja. De 
igual manera, la integración de temas nuevos 
como servicios rurales (turismo, empleo no agrí-
cola, comercialización) y cooperativismo son 
productos y servicios que se tendrán que orga-
nizar e integrar sistemáticamente en la función 
del nuevo ministerio. De hecho, la transforma-
ción de instituto descentralizado a ministerio 
conlleva una serie de ajustes administrativos (li-
citaciones, contrataciones, movimientos ﬁnan-
cieros internos, ajustes presupuestarios), que 
en conjunto con la deﬁnición de la estructura 
organizacional demandarán al menos 18 meses 
de ajustes.
En el tema especíﬁco de la atención a la agri-
cultura familiar, un detalle importante es que 
la deﬁnición del grupo meta con el que se tra-
baja es aún muy amplia. En el ámbito rural se 
establecen umbrales de productores propietarios 
de hasta 100 mz (70 ha), lo que representaría 
trabajar con el 93,1% de los productores. Este 
productor de 100 mz (70 ha) de tierra repre-
senta a diferentes sectores sociales dependiendo 
de la zona agraria en donde se encuentre: por 
ejemplo, en las planicies fértiles del Pacíﬁco es 
un empresario, y puede ser un campesino medio 
en la región central, o uno descapitalizado en la 
frontera agrícola. Por consiguiente, a no ser que 
se diseñen políticas especíﬁcas por sectores socia-
les (subsistencia, campesinos, pequeños empre-
sarios agrarios), la eﬁcacia del nuevo ministerio 
será limitada.
Dos de los programas claves para promover 
la agricultura familiar son el Bono Productivo 
Alimentario (BPA) y el Programa de Promoción 
de Semillas Mejoradas de Frijol. En el caso del 
BPA, inició como parte de la estrategia gene-
ral conocida como “Hambre Cero”, mediante 
la cual a las familias pobres con tierra, que 
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trabajan en agricultura de subsistencia y que 
tienen limitantes para completar los requeri-
mientos necesarios de una dieta adecuada, se 
les entrega un stock de animales que les garan-
tice la proteína animal, asumiendo que los car-
bohidratos, principalmente maíz, los producen 
ellos. En el caso de la producción de semillas 
para siembra, el objetivo básico es aumentar la 
disponibilidad de alimentos, principalmente de 
frijol (proteína vegetal), a través de la promo-
ción de variedades mejoradas resistentes a pla-
gas, enfermedades y sequía.
2.1 El Bono Productivo Alimentario (BPA) 
El BPA ha sido un programa símbolo de la nueva 
fase en la política pública nicaragüense. Hasta el 
año 2012, el BPA había beneﬁciado a unas 118 
953 familias y en el primer semestres del 2013 
se reporta la entrega de 4129 bonos, con lo que 
se alcanzaría un poco más de 123 000 bonos, 
beneﬁciando al 29% del total de hogares rurales. 
La meta al 2016 es alcanzar los 200 000 bonos 
entregados, y con ello cubrir a un importante 
segmento de la población rural (ver cuadro 4).
Los beneﬁciarios del BPA son familias con poca 
tierra (1 a10 mz; 0,7 a 7 ha) y sin ganado bo-
vino. Se considera que, dados sus activos, sus 
procesos de capitalización son bastante limita-
dos, por lo que el Estado les asigna un stock de 
animales, alimentos y materiales para construir la 
infraestructura necesaria para el manejo de ellos. 
Este programa combina dos aspectos: un fuerte 
enfoque de género, dado que las propietarias 
de los animales son las mujeres, y un fortaleci-
miento local a través de los procesos de organi-
zación para el comercio y la gestión comunitaria. 
La meta es que a mediano plazo los núcleos de 
mujeres organizadas puedan transitar hacia un 
esquema de organización cooperativa.
Los retos en la implementación del BPA están 
relacionados con:
?? ,A?OFERTA?DE?ANIMALES?CERDOS	?CON?LA?CALIDAD?
requerida y en el tiempo esperado. El pro-
grama asumió desde un principio que había 
suﬁciente oferta de animales para comprar 
y ser asignados a las familias. La demanda 
del Estado no solo era mayor que la oferta, 
sino que además elevó los precios de los ani-
males, mientras que el Estado tenía muchas 
limitaciones para incrementar sus umbrales 
máximos de precios. Esto obliga a tener que 
reducir ciertos estándares o comprar anima-
les a mayor distancia del punto de entrega. 
Cuadro 4. Bonos productivos entregados entre 2007 y 2012.
Año Familias Acumulado BPA Acumulado Patio
2007 12,729 con Bono casi completo 4,000 con Bono de Rehabilitación por 
incidencia de Huracán Félix
12 729
2008 20,673 Familias que inician la recepción del bono productivo 
alimentario. 1,524 familias que reciben el Bono de Patio
33 402 1 524
2009  16,192 familias que inician la recepción del bono productivo 
alimentario 6,717 que reciben el Bono de Patio
49 594 8 241
2010 10,559 familias que inician la recepción del bono productivo 
alimentario
60 153
2011 39,857 familias que inician la recepción del bono productivo 
alimentario; 110,765 productores bajo CRISSOL.
100 010
2012 18,493 bonos familias que inician la recepción del bono productivo 
alimentario. 22,161 productores bajo CRISSOL
118 953
Fuente: Elaborado con base en los reportes de PRORURAL Incluyente.
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?? ,OS?PROCESOS?DE?ASISTENCIA?T?CNICA?QUE?GARAN-
ticen un proceso de reproducción del bono, 
en el corto plazo, en este caso centrado en el 
manejo de la reproducción tanto del ganado 
bovino, como de las aves y cerdos. 
?? ,A? SELECCI?N? DE? LOS? BENE?CIARIOS? EN? PARTI-
cular, ya que las mujeres, principales beneﬁ-
ciarias, en la mayoría de los casos no tienen 
tierra y esta es un requisito. Ello ha obligado 
a encontrar mecanismos que permitan a las 
mujeres cumplir con los requisitos que se de-
mandan para ser beneﬁciarias.
?? #OMO?OPCIONES?DE?MAYOR?COBERTURA?DE?ASIS-
tencia técnica se ha apostado por un sistema 
piramidal basado en promotores comunita-
rios, de manera que cada técnico logre cu-
brir de 150 a 250 familias. El supuesto es 
riesgoso en la medida que el promotor no 
sea preparado adecuadamente, ya sea en la 
capacitación técnica, de mercadeo o manejo 
de grupos, ya que los tres componentes son 
claves para alcanzar la meta propuesta de 
convertir a los núcleos de mujeres en coope-
rativas de producción.
2.2 El Programa Semillas
En este programa, se han establecido bancos de 
semillas en las comunidades, de manera que haya 
disponibilidad de semilla de calidad, principal-
mente de maíz y frijol. El INTA facilita las varie-
dades y las semillas, como parte de la estrategia de 
promoción de seguridad y soberanía alimentarias.
En este caso se trabaja con productores de gra-
nos que establecen en promedio entre 0,5 a 2 mz 
(0,35 a 1,4 ha) de granos, rotando en dos ciclos 
de siembra, y el objetivo básico es abastecer de 
semillas mejoradas a las comunidades rurales. El 
INTA implementa el proceso, facilitando la se-
milla básica y acompañando la multiplicación de 
las semillas y la transferencia tecnológica en las 
comunidades.
Figura 9. Modelo de expansión piramidal del programa.
Fuente: Elaborada por los autores.
Promotores: 10 a 15
Relación un técnico por cada 10 a 15 
promotores
Grupos: 15 a 20
Relación 1 Promotor cada 15 a 20 beneﬁciarios




Para el trabajo con las familias rurales se utiliza 
la metodología de extensión de las Escuelas de 
Campo (ECA), en cuya primera fase los técnicos 
capacitan promotores, acompañando todo el ci-
clo del cultivo, desde la siembra hasta el manejo 
de poscosecha, de manera que haya una demos-
tración completa de cómo manejar las varieda-
des que se promueven. A su vez, los promotores 
implementan lo aprendido, con parcelas de de-
mostración (ver ﬁgura 9).
Con este modelo, el INTA espera alcanzar un 
mayor nivel de cobertura, siendo su nivel histó-
rico cuando alcanzó el equivalente a 24% del total 
de productores, de acuerdo con el CENAGRO 
IV (ver cuadro 5).
Los principales retos han estado relacionados con 
la cantidad de semillas que se entrega a las co-
munidades y la capacidad existente para multipli-
carlas sin opciones de riego. Dado que se trabaja 
con poca cantidad de semillas (1-2 kg), el poder 
generar la cantidad necesaria de semillas para la 
comunidad tomará varios ciclos productivos. Las 
comunidades ubicadas en las zonas secas del país 
tienen una sola oportunidad en el año de multi-
plicar semillas, lo cual hace que los procesos sean 
más lentos, dado que los ciclos son anuales.
E. Conclusión y perspectivas
Al revisar los objetivos de las políticas agrarias 
a lo largo de la historia en Nicaragua, se com-
prueba que estas han tenido como objetivo prin-
cipal cumplir con la función que se le asigna al 
sector agropecuario desde la política macroeco-
nómica: reducir el déﬁcit comercial y mejorar la 
balanza de pagos. Bajo este enfoque, las políticas 
se han centrado en la promoción de exportacio-
nes, beneﬁciando a los sectores económicos con 
potencial exportador, que son productores con 
acceso a tierra fértil, ﬁnanciamiento y tecnología. 
Se trata de grupos económicos con fuerte inver-
sión tecnológica y que integran completamente 
sus cadenas de valor. El limitado aporte del pre-
supuesto nacional al gasto público en el sector ha 
favorecido que la cooperación internacional haya 
tenido un papel mayor en el diseño y ejecución 
de políticas. Esto hace que los programas y pro-
yectos apunten a lógicas independientes y con 
poca coordinación.
A partir de 2007, hay un cambio de paradigma 
que recupera la función del Estado en la econo-
mía y en el abordaje de la inequidad en el país. 
Cuadro 5. Número de productores atendidos por el INTA en 2007-2012.
Años Cobertura Nacional Productores Mujeres Hombres
2007 24.0 62 896 27 351 35 545
2008 21.5 56 449 25 921 30 528
2009 23.1 60 609 36 365 24 244 
2010 15.7  41 307 15 234 26 073
2011 12.5 32 733 11 263 21 470
2012 19.0 49 975 25 987 23 988
Fuente: MAGFOR, Informes Anuales Sectoriales (2007-2011).
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Aunque el enfoque hacia la exportación y la es-
tructura agraria aún se mantienen, hay una serie 
de políticas de compensación, cuyo objetivo es 
incrementar los activos y el nivel de competitivi-
dad de los productores con agricultura de sub-
sistencia y productores con producción para el 
mercado interno. El concepto actual de econo-
mía y agricultura familiar es relativamente amplio 
y tiende a incluir diferentes sectores económicos 
del país. La agricultura familiar debe ser deﬁnida 
con base en procesos y no en un umbral de te-
nencia de tierra.
La agricultura familiar tiene un rol importante 
en la política sectorial, relacionado fundamen-
talmente con la producción de alimentos para 
el consumo interno. Hay una clara expresión 
de voluntad de parte del Estado nicaragüense 
para atender al sector de la economía familiar, 
tradicionalmente excluida. Sin embargo, es un 
proceso de mediano plazo, dado que primero 
se tendrá que construir una nueva instituciona-
lidad y luego, los problemas estructurales del 
grupo meta, demandan transformaciones a lo 
largo del tiempo.
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